
ARTÍCULO 197. Adiciónese un parágrafo al artículo 602 del Estatuto Tributario, así:

PARÁGRAFO. Lo previsto en este artículo aplicará también para la declaración cuatrimestral
del impuesto sobre las ventas.

ARTÍCULO 198. PLAZO MÁXIMO PARA REMARCAR PRECIOS POR CAMBIO DE
TARIFA DE IVA. Para la aplicación de las modificaciones al impuesto sobre las ventas por
cambio en la tarifa, cuando se trate de establecimientos de comercio con venta directa al público
de mercancías premarcadas directamente o en góndola, existentes en mostradores, podrán
venderse con el precio de venta al público ya fijado, de conformidad con las disposiciones del
impuesto sobre las ventas aplicables antes de la entrada en vigencia de la presente ley, hasta
agotar la existencia de las mismas.

En todo caso, a partir del 1o de febrero de 2017 todo bien y servicio ofrecido al público deberá
cumplir con las modificaciones establecidas en la presente ley.

ARTÍCULO 199. TRATAMIENTO DE LOS MEDIOS DE PAGOS PARA LA TELEFONÍA
CELULAR EN EL IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS. Para efectos del impuesto sobre las
ventas, las operaciones de medios de pago (recargas) se entienden como una compraventa de un
bien incorporal y como consecuencia no estarán gravados con este impuesto.

PARTE VI.

IMPUESTO NACIONAL AL CONSUMO.

ARTÍCULO 200. Modifíquese el artículo 512-1 del Estatuto Tributario los cuales quedarán
así:

Artículo 512-1. Impuesto nacional al consumo. El impuesto nacional al consumo tiene como
hecho generador la prestación o la venta al consumidor final o la importación por parte del
consumidor final, de los siguientes servicios y bienes:

1. La prestación de los servicios de telefonía móvil, internet y navegación móvil, y servicio de
datos según lo dispuesto en el artículo 512-2 de este Estatuto.

2. Las ventas de algunos bienes corporales muebles, de producción domestica o importados,
según lo dispuesto en los artículos 512-3, 512-4 y 512-5 de este Estatuto. El impuesto al
consumo no se aplicará a las ventas de los bienes mencionados en los artículos 512-3 y 512-4 si
son activos fijos para el vendedor, salvo de que se trate de los automotores y demás activos fijos
que se vendan a nombre y por cuenta de terceros y para los aerodinos.

3. El servicio de expendio de comidas y bebidas preparadas en restaurantes, cafeterías,
autoservicios, heladerías, fruterías, pastelerías y panaderías para consumo en el lugar, para ser
llevadas por el comprador o entregadas a domicilio, los servicios de alimentación bajo contrato,
y el servicio de expendio de comidas y bebidas alcohólicas para consumo dentro de bares,
tabernas y discotecas; según lo dispuesto en los artículos 512-8, 512-9, 512-10, 512-11, 512-12 y
512-13 de este Estatuto, ya sea que involucren o no actividades bajo franquicia, concesión,
regalía, autorización o cualquier otro sistema que implique la explotación de intangibles.



El impuesto se causará al momento del desaduanamiento del bien importado por el consumidor
final, la entrega material del bien, de la prestación del servicio o de la expedición de la cuenta de
cobro, tiquete de registradora, factura o documento equivalente por parte del responsable al
consumidor final.

Son responsables del impuesto al consumo el prestador del servicio de telefonía móvil, datos y/o
internet y navegación móvil, el prestador del servicio de expendio de comidas y bebidas, el
importador como usuario final, el vendedor de los bienes sujetos al impuesto al consumo y en la
venta de vehículos usados el intermediario profesional.

El impuesto nacional al consumo de que trata el presente artículo constituye para el comprador
un costo deducible del impuesto sobre la renta como mayor valor del bien o servicio adquirido.

El impuesto nacional al consumo no genera impuestos descontables en el impuesto sobre las
ventas (IVA).

El no cumplimiento de las obligaciones que consagra este artículo dará lugar a las sanciones
aplicables al impuesto sobre las ventas (IVA).

PARÁGRAFO 1o. El período gravable para la declaración y pago del impuesto nacional al
consumo será bimestral. Los períodos bimestrales son: enero-febrero; marzo-abril; mayo-junio;
julio-agosto; septiembre-octubre; noviembre-diciembre.

En el caso de liquidación o terminación de actividades durante el ejercicio, el período gravable se
contará desde su iniciación hasta las fechas señaladas en el artículo 595 de este Estatuto.

Cuando se inicien actividades durante el ejercicio, el período gravable será el comprendido entre
la fecha de iniciación de actividades y la fecha de finalización del respectivo período.

PARÁGRAFO 2o. Facúltese al Gobierno nacional para realizar las incorporaciones y
sustituciones al Presupuesto General de la Nación que sean necesarias para adecuar las rentas y
apropiaciones presupuestales a lo dispuesto en el presente artículo, sin que con ello se modifique
el monto total aprobado por el Congreso de la República.

PARÁGRAFO 3o. Excluir del Impuesto Nacional al Consumo al departamento del Amazonas y
al Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, con excepción de lo dispuesto en
el artículo 512-7 del Estatuto Tributario.

ARTÍCULO 201. El artículo 512-2 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-2. Base gravable y tarifa en los servicios de telefonía, datos y navegación
móvil. Los servicios de telefonía, datos, internet y navegación móvil estarán gravados con la
tarifa del cuatro por ciento (4%) sobre la totalidad del servicio, sin incluir el impuesto sobre las
ventas.

Para la porción correspondiente a los servicios de datos, internet y navegación móvil se gravará
solo el monto que exceda de uno punto cinco (1.5) UVT mensual.

El impuesto se causará en el momento del pago correspondiente hecho por el usuario.

Este impuesto de cuatro por ciento (4%) será destinado a inversión social en Deporte y Cultura y
se distribuirá así:



1. El setenta por ciento (70%) para Deporte. Estos recursos serán presupuestados en el
Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes).

2. El treinta por ciento (30%) para Cultura. Estos recursos serán presupuestados en el Ministerio
de Cultura.

PARÁGRAFO 1o. Los recursos girados para Cultura a las entidades territoriales, que no hayan
sido ejecutados al 31 de diciembre de la vigencia siguiente a la cual fueron girados, serán
reintegrados por dichas entidades territoriales a la Dirección General de Crédito Público y del
Tesoro Nacional, junto con los rendimientos financieros generados, a más tardar el 30 de junio
siguiente.

Los recursos reintegrados al Tesoro Nacional serán destinados a la ejecución de proyectos de
inversión a cargo del Ministerio de Cultura relacionados con la apropiación social del patrimonio
cultural.

PARÁGRAFO 2o. Los rendimientos financieros originados por los recursos del impuesto
nacional al consumo a la telefonía, datos, internet y navegación móvil girados a las entidades
territoriales para el fomento, promoción y desarrollo de la Cultura y el Deporte, deberán
consignarse semestralmente a la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional, en
febrero y julio de cada año.

ARTÍCULO 202. Modifíquese el artículo 512-3 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-3. Bienes gravados a la tarifa del 8% de acuerdo con la nomenclatura arancelaria
andina vigente los bienes gravados a la tarifa del ocho por ciento (8%) son:

87.03 Los vehículos automóviles de tipo familiar y camperos, cuyo valor FOB o el
equivalente del valor FOB, sea inferior a USD $30.000, con sus accesorios.

87.04 Pick-up cuyo valor FOB o el equivalente del valor FOB, sea inferior a USD $30.000,
con sus accesorios.

87.11 Motocicletas con motor de émbolo (pistón) alternativo de cilindrada superior a 200 c.c.

89.03 Yates y demás barcos y embarcaciones de recreo o deporte; barcas (botes) de remo y
canoas.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entiende como Pick-Up
aquel vehículo automotor de cuatro ruedas clasificado en la partida 87.04 del arancel de aduanas,
de peso total con carga máxima (Peso Bruto Vehicular) igual o inferior a diez mil (10.000) libras
americanas, destinado principalmente para el transporte de mercancías, cuya caja, platón, furgón,
estacas u otros receptáculos destinados a portar la carga, una vez instalados, quedan fijados a un
chasis o bastidor independiente y están separados de una cabina cerrada, que puede ser sencilla,
semidoble o doble para el conductor y los pasajeros.

PARÁGRAFO 2o. Para efectos de la aplicación de las tarifas del impuesto nacional al consumo
aquí referidas, el valor equivalente al valor FOB para los vehículos automóviles y camperos
ensamblados o producidos en Colombia, será el valor FOB promedio consignado en las
Declaraciones de Exportación de los vehículos de la misma marca, modelo y especificaciones,
exportados durante el semestre calendario inmediatamente anterior al de la venta.



PARÁGRAFO 3o. La base del impuesto en la venta de vehículos automotores al consumidor
final o a la importación por este, será el valor total del bien, incluidos todos los accesorios de
fábrica que hagan parte del valor total pagado por el adquirente, sin Incluir el impuesto a las
ventas.

PARÁGRAFO 4o. En el caso de la venta de vehículos y aerodinos usados adquiridos de
propietarios para quienes los mismos constituían activos fijos, la base gravable estará
conformada por la diferencia entre el valor total de la operación, determinado de acuerdo con lo
previsto en el parágrafo 3 del presente artículo, y el precio de compra.

PARÁGRAFO 5o. El impuesto nacional al consumo no se aplicará a los vehículos usados que
tengan más de cuatro (4) años contados desde la venta inicial al consumidor final o la
importación por este.

ARTÍCULO 203. Modifíquese el numeral 7 del artículo 512-5 del Estatuto Tributario el cual
quedará así:

7. Las motos y motocicletas con motor de cilindrada hasta de 200 c.c.

ARTÍCULO 204. Adiciónese un parágrafo al artículo 512-7 del Estatuto Tributario, el cual
quedará así:

PARÁGRAFO. Los yates, naves y barcos de recreo o deporte de que trata este artículo podrán
someterse a importación en cualquier aduana del territorio nacional previo el pago del impuesto
al consumo allí previsto. El proceso de inspección será documental o mediante comisión a la
aduana en donde se encuentre físicamente la embarcación.

El impuesto departamental contenido en la Ley 47 de 1993 mantendrá su destino a la Isla de San
Andrés.

ARTÍCULO 205. Modifíquese el artículo 512-13 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-13. Régimen simplificado del impuesto nacional al consumo de restaurantes y
bares. Al régimen simplificado del impuesto nacional al consumo de restaurantes y bares a que
hace referencia el numeral 3 del artículo 512-1 de este Estatuto, pertenecen las personas naturales
que cumplan la totalidad de las siguientes condiciones:

a) Que en el año anterior hubieren obtenido ingresos brutos totales, provenientes de la actividad,
inferiores a tres mil quinientas (3.500) UVT;

b) Que tengan máximo un establecimiento de comercio, sede, local o negocio donde ejercen su
actividad.

ARTÍCULO 206. Adiciónese el artículo 512-14 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-14. Obligaciones de los responsables del impuesto nacional al consumo. Los
responsables del régimen simplificado del impuesto nacional al consumo deberán cumplir con
las obligaciones señaladas en el artículo 506 de este Estatuto.



Por su parte, los responsables del régimen común del impuesto nacional al consumo deberán
cumplir con las mismas obligaciones señaladas para para los responsables del régimen común
del impuesto sobre las ventas.

IMPUESTO NACIONAL AL CONSUMO DE BOLSAS PLÁSTICAS

ARTÍCULO 207. Adiciónese el artículo 512-15 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-15. Impuesto nacional al consumo de bolsas plásticas. A partir del 1o de julio de
2017, estará sujeto al impuesto nacional al consumo la entrega a cualquier título de bolsas
plásticas cuya finalidad sea cargar o llevar productos enajenados por los establecimientos
comerciales que las entreguen.

La tarifa del impuesto será la de la siguiente tabla:

Año Tarifa en pesos por bolsa

2017 $20

2018 $30

2019 $40

2020 $50

Las anteriores tarifas se actualizarán anualmente, en un porcentaje equivalente a la variación del
índice de precios al consumidor certificado por el DANE al 30 de noviembre y el resultado se
aproximará al peso más cercano. La DIAN, certificará y publicará antes del 1o de enero de cada
año las tarifas actualizadas.

El sujeto pasivo del impuesto es la persona que opte por recibir bolsas plásticas cuya finalidad
sea cargar o llevar los productos adquiridos en establecimientos (incluyendo domicilios).

Son responsables de este impuesto las personas naturales o jurídicas que pertenezcan al régimen
común de IVA.

Este impuesto no podrá tratarse como costo, deducción o impuesto descontable.

El impuesto se causará al momento de la entrega de la bolsa. En todos los casos, en la factura de
compra o documento equivalente deberá constar expresamente el número de bolsas y el valor del
impuesto causado.

PARÁGRAFO 1o. La tarifa de las bolsas plásticas que ofrezcan soluciones ambientales será del
0%, 25%, 50% o 75% del valor pleno de la tarifa, según el nivel (de 1 a 4) de impacto al medio
ambiente y la salud pública, definido por Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible con
base en la reglamentación que establezca el Gobierno nacional. Para este fin el Ministerio de
Ambiente deberá adelantar un estudio de los estándares de industria sobre el nivel de
degradabilidad de los materiales plásticos en rellenos sanitarios. También adelantará estudios
sobre la caracterización de los plásticos como residuos y de las soluciones ambientales factibles
para estas.

PARÁGRAFO 2o. El Gobierno nacional reglamentará y tomará medidas orientadas a mitigar el
impacto ambiental de las bolsas plásticas importadas; así como evitar una competencia desleal
de bolsas importadas o de contrabando.



PARÁGRAFO 3o. Los sujetos pasivos del monotributo, podrán acogerse voluntariamente al
impuesto. En este caso el monto del impuesto se entenderá incluido en la tarifa fija del
monotributo.

ARTÍCULO 208. Adiciónese el artículo 512-16 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-16. Bolsas plásticas que no causan el impuesto. No está sujeta a este impuesto la
entrega de las siguientes bolsas plásticas:

1. Aquellas cuya finalidad no sea cargar o llevar productos adquiridos en el establecimiento que
la entrega.

2. Las que sean utilizadas como material de empaque de los productos pre-empacados.

3. Las biodegradables certificadas como tal por el Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo
Sostenible, con base en la reglamentación que establezca el Gobierno nacional.

4. Las bolsas reutilizables que conforme a la reglamentación del Gobierno nacional posean unas
características técnicas y mecánicas que permiten ser usadas varias veces, sin que para ello
requieran procesos de transformación.

IMPUESTO NACIONAL AL CONSUMO DE CANNABIS MEDICINAL

ARTÍCULO 209. IMPUESTO NACIONAL AL CONSUMO DE CANNABIS. Adiciónese el
artículo 512-17 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-17. Hecho generador del impuesto nacional al consumo de cannabis. Estarán
sujetas al impuesto nacional al consumo de cannabis, las ventas de productos transformados a
partir de cannabis psicoactivo o no psicoactivo.

Por cannabis se entienden las sumidades, floridas o con fruto, de la planta de cannabis (a
excepción de las semillas y las hojas no unidad a las sumidades) de las cuales no se ha extraído
la resina, cualquiera que sea el nombre con que se las designe. Se entiende por cannabis
psicoactivo aquel cuyo contenido de tetrahidrocannabinol (THC) es igual o superior al límite que
establezca el Gobierno nacional mediante la reglamentación correspondiente.

PARÁGRAFO. Para los efectos del presente artículo, se consideran ventas, entre otros:

1. Todos los actos que impliquen la transferencia a título gratuito u oneroso, independientemente
de la designación que se dé a los contratos o negociaciones que originen esa transferencia y de
las condiciones pactadas por las partes, sea que se realicen a nombre propio, por cuenta de
terceros a nombre propio, o por cuenta y a nombre de terceros.

2. Los retiros o disminuciones de inventarios de productos transformados a partir de cannabis
hechos por el responsable para su uso o para formar parte de los activos fijos de la empresa.

ARTÍCULO 210. Adiciónese el artículo 512-18 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-18. Responsables del impuesto nacional al consumo de cannabis. El impuesto
nacional al consumo de cannabis estará a cargo del transformador. Se entenderá por



transformador el comprador o productor de cannabis, psicoactivo o no psicoactivo, que somete el
mismo a un proceso de transformación.

PARÁGRAFO 1o. Por transformación se entiende cualquier proceso que implique cambiar de
forma el cannabis; cualquier transmutación de las sumidades, floridas o con fruto, en cualquier
otro producto; o la obtención de un derivado a través de cualquier proceso mecánico, físico,
químico o biológico; ya sea del cannabis psicoactivo o del no psicoactivo. Dentro de estos
derivados se incluyen, entre otros, aceites, resinas, tinturas, extractos, o materiales vegetales
provenientes de las plantas de cannabis.

PARÁGRAFO 2o. El responsable deberá soportar contable y documentalmente el valor del
producto transformado. Lo dispuesto en el presente artículo será aplicable independientemente
de que el productor sea vinculado económico del transformador o de que el mismo
transformador sea el productor.

PARÁGRAFO 3o. En cualquier caso, los titulares de la licencia de fabricación de derivados del
cannabis a las que hace referencia la Ley 1787 de 2016 y sus reglamentos, se entenderán también
como responsables del impuesto nacional al consumo de cannabis.

ARTÍCULO 211. Adiciónese el artículo 512-19 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-19. Base gravable del impuesto nacional al consumo de cannabis. La base
gravable del impuesto nacional al consumo de cannabis es el valor total del producto final del
transformador o responsable del impuesto, sin incluir el impuesto sobre las ventas.

ARTÍCULO 212. Adiciónese el artículo 512-20 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-20. Tarifas del impuesto nacional al consumo de cannabis. La tarifa del
impuesto nacional al consumo de cannabis será del dieciséis por ciento 16%, del valor del
producto final en cualquier de sus presentaciones.

ARTÍCULO 213. Adiciónese el artículo 512-21 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 512-21. Causación del impuesto nacional al consumo de cannabis. El impuesto
nacional al consumo de cannabis se causa en la venta que realice el transformador, en la fecha de
emisión de la factura o documento equivalente y a falta de estos, en el momento de la entrega,
aunque se haya pactado reserva de dominio, pacto de retroventa o condición resolutoria.

PARÁGRAFO 1o. El impuesto nacional al consumo de cannabis constituye para el responsable
un costo deducible del impuesto sobre la renta como mayor valor del bien.

PARÁGRAFO 2o. El impuesto nacional al consumo de cannabis no genera impuestos
descontables en el impuesto sobre las ventas (IVA).

PARÁGRAFO 3o. El impuesto nacional al consumo de cannabis deberá estar discriminado en la
factura de venta, en el documento equivalente o en el documento que soporte la venta.

PARTE VII.

GRAVAMEN A LOS MOVIMIENTOS FINANCIEROS.



ARTÍCULO 214. Modifíquese el artículo 872 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 872. La tarifa del gravamen a los movimientos financieros será del cuatro por mil (4 x
1.000).

ARTÍCULO 215. Adiciónese un parágrafo al artículo 871 del Estatuto Tributario, el cual
quedará así:

PARÁGRAFO 3o. Los movimientos créditos, débitos y/o contables realizados por intermedio de
corresponsales constituyen una sola operación gravada en cabeza del usuario o cliente de la
entidad financiera, siempre y cuando se trate de operaciones efectuadas en desarrollo del contrato
de corresponsalía, para lo cual deberá identificarse una cuenta en la entidad financiera, en la cual
se manejen de manera exclusiva los recursos objeto de corresponsalía. La cuenta identificada de
los corresponsales podrá ser abierta en una entidad financiera diferente de la entidad financiera
contratante.

En el caso de los corresponsales de múltiples entidades financieras, estos podrán recibir recursos
de dichos contratos en cualquiera de las cuentas a las que se refiere el inciso anterior. Los
movimientos entre cuentas de corresponsalía del que sea titular un solo corresponsal constituyen
parte de la operación gravada en cabeza del usuario o cliente de las entidades financieras.

ARTÍCULO 216. Modifíquese el inciso 2o del numeral 21 del artículo 879 del Estatuto
Tributario el cual quedará así:

Para efectos de esta exención, las sociedades podrán marcar como exentas del Gravamen a los
Movimientos Financieros hasta cinco (5) cuentas corrientes o de ahorro o cuentas de patrimonios
autónomos, en todo el sistema financiero destinadas única y exclusivamente a estas operaciones
y cuyo objeto sea el recaudo, desembolso y pago del fondeo de las mismas. En caso de tratarse
de fondos de inversión colectiva o fideicomisos de inversión colectiva o fideicomiso que
administre, destinado a este tipo de operaciones.

ARTÍCULO 217. Adiciónese un numeral 29 al artículo 879 del Estatuto Tributario, el cual
quedará así:

29. Las operaciones de compra de divisas que tengan como único propósito la repatriación de
inversiones de portafolio.

PARTE VIII.

IMPUESTO NACIONAL A LA GASOLINA.

ARTÍCULO 218. Modifíquese el artículo 167 de la Ley 1607 de 2012 el cual quedará así:

Artículo 167. Impuesto nacional a la gasolina y al ACPM. El hecho generador del Impuesto
Nacional a la Gasolina y al ACPM es la venta, retiro, importación para el consumo propio o
importación para la venta de gasolina y ACPM, y se causa en una sola etapa respecto del hecho
generador que ocurra primero. El impuesto se causa en las ventas efectuadas por los productores,
en la fecha de emisión de la factura; en los retiros para consumo de los productores, en la fecha



del retiro; en las importaciones, en la fecha en que se nacionalice la gasolina o el ACPM.

El sujeto pasivo del impuesto será quien adquiera la gasolina o el ACPM del productor o el
importador; el productor cuando realice retiros para consumo propio; y el importador cuando,
previa nacionalización, realice retiros para consumo propio.

Son responsables del impuesto el productor o el importador de los bienes sometidos al impuesto,
independientemente de su calidad de sujeto pasivo, cuando se realice el hecho generador.

PARÁGRAFO 1o. Se entiende por ACPM, el aceite combustible para motor, el diésel marino o
fluvial, el marine diésel, el gas oil, intersol, diésel número 2, electro combustible o cualquier
destilado medio y/o aceites vinculantes, que por sus propiedades físico químicas al igual que por
sus desempeños en motores de altas revoluciones, puedan ser usados como combustible
automotor. Se exceptúan aquellos utilizados para generación eléctrica en Zonas No
Interconectadas, el turbo combustible de aviación y las mezclas del tipo IFO utilizadas para el
funcionamiento de grandes naves marítimas. Se entiende por gasolina, la gasolina corriente, la
gasolina extra, la nafta o cualquier otro combustible o líquido derivado del petróleo que se pueda
utilizar como carburante en motores de combustión interna diseñados para ser utilizados con
gasolina. Se exceptúan las gasolinas del tipo 100/130 utilizadas en aeronaves.

PARÁGRAFO 2o. La venta de diésel marino y combustibles utilizados para
reaprovisionamiento de los buques en tráfico internacional es considerada como una exportación,
en consecuencia el reaprovisionamiento de combustibles de estos buques no serán objeto de
cobro del impuesto nacional a la gasolina y al ACPM. Para lo anterior, los distribuidores
mayoristas deberán certificar al responsable del impuesto nacional a la gasolina y al ACPM, a
más tardar el quinto (5) día hábil del mes siguiente en el que se realizó la venta del combustible
por parte del productor al distribuidor mayorista y/o comercializador, para que el productor
realice el reintegro del impuesto nacional a la gasolina y al ACPM al distribuidor.

PARÁGRAFO 3o. Con el fin de atenuar en el mercado interno el impacto de las fluctuaciones de
los precios de los combustibles se podrán destinar recursos del Presupuesto General de la Nación
a favor del Fondo de Estabilización de Precios de Combustible (FEPC). Los saldos adeudados
por el FEPC en virtud de los créditos extraordinarios otorgados por el Tesoro General de la
Nación se podrán incorporar en el PGN como créditos presupuestales.

PARÁGRAFO 4o. El impuesto Nacional a la Gasolina y al ACPM será deducible del impuesto
sobre la renta, en los términos del artículo 107 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 5o. Facúltese al Gobierno nacional para realizar las incorporaciones y
sustituciones al Presupuesto General de la Nación que sean necesarias para adecuar las rentas y
apropiaciones presupuestales a lo dispuesto en el presente artículo, sin que con ello se modifique
el monto total aprobado por el Congreso de la República.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-039-18 de 9 de mayo de 2018, Magistrada Ponente Dra.
Diana Fajardo Rivera.



ARTÍCULO 219. A partir del 1o de enero de 2017 el artículo 168 de la Ley 1607 del 2012, el
cual quedará así:

Artículo 168. Base gravable y tarifa del impuesto a la gasolina y al ACPM. El Impuesto
Nacional a la gasolina corriente se liquidará a razón de $490 por galón, el de gasolina extra a
razón de $930 por galón y el Impuesto Nacional al ACPM se liquidará a razón de $469 por
galón. Los demás productos definidos como gasolina y ACPM de acuerdo con la presente ley,
distintos a la gasolina extra, se liquidará a razón de $490.

PARÁGRAFO 1o. El valor del Impuesto Nacional se ajustará cada primero de febrero con la
inflación del año anterior, a partir del primero de febrero de 2018.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-039-18 de 9 de mayo de 2018, Magistrada Ponente Dra.
Diana Fajardo Rivera.

ARTÍCULO 220. Modifíquese el artículo 173 de la Ley 1607 de 2012, el cual quedará así:

Artículo 173. Modifíquese el primer inciso del artículo 9o de la Ley 1430 de 2010, que modificó
el artículo 1o de la Ley 681 de 2001, que modificó el artículo 19 de la Ley 191 de 1995, el cual
quedará así:

En los departamentos y municipios ubicados en zonas de frontera, el Ministerio de Minas y
Energía tendrá la función de distribución de combustibles líquidos, los cuales estarán excluidos
de IVA, y exentos de arancel e impuesto nacional a la gasolina y al ACPM.

PARTE IX.

IMPUESTO NACIONAL AL CARBONO.

ARTÍCULO 221. IMPUESTO AL CARBONO. <Artículo modificado por el artículo 47 de la
Ley 2277 de 2022. El nuevo texto es el siguiente:> El impuesto nacional al carbono es un
gravamen que recae sobre el contenido de carbono equivalente (C02eq) de todos los
combustibles fósiles, incluyendo todos los derivados del petróleo, gas fósil y sólidos que sean
usados para combustión.

El hecho generador del impuesto nacional al carbono es la venta dentro del territorio nacional, el
retiro para el consumo propio, la importación para el consumo propio o la importación para la
venta de combustibles fósiles.

El impuesto nacional al carbono se causa en una sola etapa respecto del hecho generador que
ocurra primero. Tratándose de gas y derivados de petróleo, el impuesto se causa en las ventas
efectuadas por los productores, en la fecha de emisión de la factura; en los retiros para consumo
de los productores, en la fecha del retiro; y en las importaciones, en la fecha en que se
nacionalice el gas o el derivado de petróleo. En el caso del carbón, el impuesto se causa al
momento de la venta al consumidor final en la fecha de emisión de la factura; al momento del
retiro para consumo propio, en la fecha del retiro; o al momento de la importación para uso



propio, en la fecha de su nacionalización.

Tratándose de gas y derivados del petróleo, el sujeto pasivo del impuesto será quien adquiera los
combustibles fósiles del productor o el importador; el productor cuando realice retiros para
consumo propio; y el importador cuando realice retiros para consumo propio.

Son responsables del impuesto, tratándose de gas y derivados del petróleo, los productores y los
importadores; independientemente de su calidad de sujeto pasivo, cuando se realice el hecho
generador. En el caso del carbón, los sujetos pasivos y responsables del impuesto son quienes lo
adquieran o utilicen para consumo propio dentro del territorio nacional. Los responsables son
quienes autoliquidarán el impuesto.

PARÁGRAFO 1o. El impuesto nacional al carbono no se causa para los sujetos pasivos que
certifiquen ser carbono neutro, ya sea que la certificación sea obtenida directamente por el sujeto
pasivo o a través del consumidor o usuario final, de acuerdo con la reglamentación que expida el
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. La no causación del impuesto nacional al
carbono no podrá exceder en ningún caso el cincuenta por ciento (50%) del impuesto causado. El
uso de la certificación de carbono neutro, para la no causación del impuesto al carbono, no podrá
volver a ser utilizada para obtener el mismo beneficio ni ningún otro tratamiento tributario.

PARÁGRAFO 2o. En el caso del carbón, el impuesto no se causa para el carbón de coquerías.

PARÁGRAFO 3o. En el caso del gas licuado de petróleo, el impuesto solo se causa en la venta a
usuarios industriales.

PARÁGRAFO 4o. En el caso del gas natural, el impuesto solo se causa en la venta a la industria
de la refinación de hidrocarburos y la petroquímica.

PARÁGRAFO 5o. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible podrá reglamentar
mecanismos de control y definir criterios técnicos para los resultados de mitigación de GEI que
se utilicen para optar al mecanismo de no causación de que trata el parágrafo 1 del presente
Artículo.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 47 de la Ley 2277 de 2022, 'por medio de la cual se
adopta una reforma tributaria para la igualdad y la justicia social y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 52.247 de 13 de diciembre de 2022.

Concordancias



Decreto 2487 de 2022; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.38)

Decreto 1680 de 2020; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.1; Art. 1.6.1.13.2.5; Art.
1.6.1.13.2.38)

Decreto 2345 de 2019; Art. 2 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.1; Art. 1.6.1.13.2.5; Art.
1.6.1.13.2.38)

Decreto 2442 de 2018; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.1; Art. 1.6.1.13.2.5; Art.
1.6.1.13.2.38)

Decreto 926 de 2017; Art. 2o. (DUR 1625; Título 1.5.5); Art. 3  (DUR 1076; Título 2.2.11)

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 221. El Impuesto al carbono es un gravamen que recae sobre el contenido de
carbono de todos los combustibles fósiles, incluyendo todos los derivados de petróleo y todos
los tipos de gas fósil que sean usados con fines energéticos, siempre que sean usados para
combustión.

El hecho generador del impuesto al carbono es la venta dentro del territorio nacional, retiro,
importación para el consumo propio o importación para la venta de combustibles fósiles y se
causa en una sola etapa respecto del hecho generador que ocurra primero. Tratándose de gas
y de derivados de petróleo, el impuesto se causa en las ventas efectuadas por los productores,
en la fecha de emisión de la factura; en los retiros para consumo de los productores, en la
fecha del retiro; en las importaciones, en la fecha en que se nacionalice el gas o el derivado
de petróleo.

El sujeto pasivo del impuesto será quien adquiera los combustibles fósiles, del productor o el
importador; el productor cuando realice retiros para consumo propio; y el importador cuando
realice retiros para consumo propio.

Son responsables del impuesto, tratándose de derivados de petróleo, los productores y los
importadores; independientemente de su calidad de sujeto pasivo, cuando se realice el hecho
generador.

PARÁGRAFO 1o. En el caso del gas licuado de petróleo, el impuesto solo se causará en la
venta a usuarios industriales.

PARÁGRAFO 2o. En el caso del gas natural, el impuesto solo se causará en la venta a la
industria de la refinación de hidrocarburos y la petroquímica.

PARÁGRAFO 3o. El impuesto no se causa a los sujetos pasivos que certifiquen ser carbono
neutro, de acuerdo con la reglamentación que expida el Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible.

ARTÍCULO 222. BASE GRAVABLE Y TARIFA. <Artículo modificado por el artículo 48
de la Ley 2277 de 2022. El nuevo texto es el siguiente:> El impuesto nacional al carbono tendrá
una tarifa específica considerando el factor de emisión de gases de efecto invernadero (GEI) para



cada combustible determinado, expresado en unidad de peso (kilogramo de C02eq) por unidad
energética (terajulios), de acuerdo con el volumen o peso del combustible. La tarifa
corresponderá a veinte mil quinientos pesos ($20.500) por tonelada de carbono equivalente
(C02eq). Los valores de la tarifa por unidad de combustible serán los siguientes:

<Consultar resoluciones que reajustan anualmente su valor en "Concordancias">

Combustible fósil Unidad Tarifa/unidad

Carbón Tonelada $ 52.215

Fuel oil Galón $238

ACPM Galón $191

Jet fuel Galón $202

Kerosene Galón $197

Gasolina Galón $169

Gas licuado de petróleo Galón $134

Gas natural Metro cúbico $36

Corresponde a la U.A.E. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) el recaudo y la
administración del impuesto nacional al carbono, para lo cual tendrá las facultades consagradas
en el Estatuto Tributario para la investigación, determinación, control, discusión, devolución y
cobro de los impuestos de su competencia, y para la aplicación de las sanciones contempladas en
el mismo y que sean compatibles con la naturaleza del impuesto. Así mismo aplicará el
procedimiento establecido en el Estatuto Tributario.

El impuesto se declarará y pagará bimestralmente, en la forma y plazos que establezca el
Gobierno nacional.

Los términos, condiciones y contenido de la declaración serán definidos por la U.A.E. Dirección
de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).

PARÁGRAFO 1o. La tarifa por tonelada de carbono equivalente (C02eq) se ajustará cada
primero (1) de febrero con la variación en el Índice de Precios al Consumidor calculada por el
Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) del año anterior más un (1) punto
hasta que sea equivalente a tres (3) UVT por tonelada de carbono equivalente (C02eq). En
consecuencia, los valores por unidad de combustible crecerán a la misma tasa anteriormente
expuesta. En el caso de los combustibles fósiles correspondientes a gas natural, gasolina y
ACPM la tarifa se ajustará a partir del año 2024 en los mismos términos aquí establecidos.

PARÁGRAFO 2o. El impuesto nacional al carbono será deducible del impuesto sobre la renta,
en los términos del Artículo 107 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 3o. El alcohol carburante con destino a la mezcla con gasolina para los vehículos
automotores y el biocombustible de origen vegetal, animal o producido a partir de residuos
sólidos urbanos de producción nacional con destino a la mezcla con ACPM para uso en motores
diésel, no están sujetos al impuesto nacional al carbono.

PARÁGRAFO 4o. Los combustibles a los que se refiere este Artículo no causarán el impuesto
cuando sean exportados por el productor del combustible fósil y, en el caso del carbón por quien
lo exporte.



PARÁGRAFO 5o. La venta de diésel marino y combustibles utilizados para
reaprovisionamiento de los buques en tráfico internacional es considerada como una exportación.
En consecuencia, el reaprovisionamiento de combustibles de estos buques no será objeto de
cobro del impuesto nacional al carbono. Para lo anterior; los distribuidores mayoristas deberán
certificar al responsable del impuesto nacional al carbono, a más tardar el quinto (5) día hábil del
mes siguiente en el que se realizó la venta del combustible por parte del productor al distribuidor
mayorista y/o comercializador, para que el productor realice el reintegro del impuesto nacional al
carbono al distribuidor.

PARÁGRAFO 6o. En el caso del carbón, la tarifa del impuesto se aplicará bajo la siguiente
gradualidad:

1. Para los años 2023 y 2024: cero por ciento (0%).

2. Para el año 2025: el veinticinco por ciento (25%) del valor de la tarifa plena.

3. Para el año 2026: el cincuenta por ciento (50%) del valor de la tarifa plena.

4. Para el año 2027: el setenta y cinco (75%) del valor de la tarifa plena.

5. A partir del año 2028: tarifa plena.

PARÁGRAFO 7o. La tarifa del Impuesto al Carbono por unidad de combustible de la que trata
este Artículo, en Amazonas, Caquetá, Guainía, Vichada, Guaviare, Putumayo, Vaupés y los
municipios de Sipí, Riosucio, Alto Baudó, Bajo Baudó, Acandí, Unguía, Litoral de San Juan,
Bojayá, Medio Atrato, Bahía Solano, Juradó y Carmen del Darién del departamento del Chocó,
para la gasolina, ACPM y Jet fuel, será de cero pesos ($0).

Los municipios y departamentos que desarrollen actividades de explotación de hidrocarburos o
refinamiento de combustibles perderán el beneficio de que trata este parágrafo y se les aplicará la
tarifa plena del Impuesto Nacional al Carbono.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 48 de la Ley 2277 de 2022, 'por medio de la cual se
adopta una reforma tributaria para la igualdad y la justicia social y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 52.247 de 13 de diciembre de 2022.

- Parágrafo modificado por el artículo 148 de la Ley 2010 de 2019, 'por medio de la cual se
adoptan normas para la promoción del crecimiento económico, el empleo, la inversión, el
fortalecimiento de las finanzas públicas y la progresividad, equidad y eficiencia del sistema
tributario, de acuerdo con los objetivos que sobre la materia impulsaron la Ley 1943 de 2018
y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 51.179 de 27 de diciembre
2019.

Concordancias

Decreto 2487 de 2022; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.38 Par.)

Decreto 926 de 2017; Art. 2o.  (DUR 1625; Art. 1.5.5.9)

Resolución DIAN 2 de 2018; Art. 11    



Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016, parcialmente modificado por la Ley 2010 de 2019:

ARTÍCULO 222. El Impuesto al Carbono tendrá una tarifa específica considerando el factor
de emisión de dióxido de carbono (CO2) para cada combustible determinado, expresado en
unidad de volumen (kilogramo de CO2) por unidad energética (Terajouls) de acuerdo con el
volumen o peso del combustible. La tarifa corresponderá a quince mil pesos ($15.000) por
tonelada de CO2 y los valores de la tarifa por unidad de combustible serán los siguientes:

Corresponde a la DIAN el recaudo y la administración del Impuesto al Carbono, para lo cual
tendrá las facultades consagradas en el Estatuto Tributario para la investigación,
determinación, control, discusión, devolución y cobro de los impuestos de su competencia, y
para la aplicación de las sanciones contempladas en el mismo y que sean compatibles con la
naturaleza del impuesto. La declaración y pago del Impuesto, se hará en los plazos y
condiciones que señale el Gobierno nacional.

Se entenderán como no presentadas las declaraciones, para efectos de este impuesto, cuando
no se realice el pago en la forma señalada en el reglamento que expida el Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 1o. La tarifa por tonelada de CO2 se ajustará cada primero de febrero con la
inflación del año anterior más un punto hasta que sea equivalente a una (1) UVT por tonelada
de CO2. En consecuencia los valores por unidad de combustible crecerán a la misma tasa
anteriormente expuesta.

PARÁGRAFO 2o. El impuesto al carbono será deducible del impuesto sobre la renta como
mayor valor del costo del bien, en los términos del artículo 107 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 3o. El alcohol carburante con destino a la mezcla con gasolina para los
vehículos automotores y el biocombustible de origen vegetal, animal o producido a partir de
residuos sólidos urbanos de producción nacional con destino a la mezcla con ACPM para uso
en motores diésel, no están sujetos al impuesto al carbono.

PARÁGRAFO 4o. <Parágrafo modificado por el artículo 148 de la Ley 2010 de 2019. El
nuevo texto es el siguiente:> La tarifa del impuesto al carbono por unidad de combustible de
la que trata este artículo, en Amazonas, Caquetá, Guainía, Guaviare, Putumayo, Vaupés,
Vichada y los municipios de Sipí, Río Sucio, Alto Baudó, Bajo Baudó, Acandí, Unguía,
Litoral de San Juan, Bojayá, Medio Atrato, Iró, Bahía Solano, Juradó y Carmen del Darién
del departamento del Chocó, para los combustibles enlistados en el inciso 1 del presente
artículo será de cero pesos ($0).

Texto original de la Ley 1819 de 2016:



ARTÍCULO 222. El Impuesto al Carbono tendrá una tarifa específica considerando el factor
de emisión de dióxido de carbono (CO2) para cada combustible determinado, expresado en
unidad de volumen (kilogramo de CO2) por unidad energética (Terajouls) de acuerdo con el
volumen o peso del combustible. La tarifa corresponderá a quince mil pesos ($15.000) por
tonelada de CO2 y los valores de la tarifa por unidad de combustible serán los siguientes:

Corresponde a la DIAN el recaudo y la administración del Impuesto al Carbono, para lo cual
tendrá las facultades consagradas en el Estatuto Tributario para la investigación,
determinación, control, discusión, devolución y cobro de los impuestos de su competencia, y
para la aplicación de las sanciones contempladas en el mismo y que sean compatibles con la
naturaleza del impuesto. La declaración y pago del Impuesto, se hará en los plazos y
condiciones que señale el Gobierno nacional.

Se entenderán como no presentadas las declaraciones, para efectos de este impuesto, cuando
no se realice el pago en la forma señalada en el reglamento que expida el Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 1o. La tarifa por tonelada de CO2 se ajustará cada primero de febrero con la
inflación del año anterior más un punto hasta que sea equivalente a una (1) UVT por tonelada
de CO2. En consecuencia los valores por unidad de combustible crecerán a la misma tasa
anteriormente expuesta.

PARÁGRAFO 2o. El impuesto al carbono será deducible del impuesto sobre la renta como
mayor valor del costo del bien, en los términos del artículo 107 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 3o. El alcohol carburante con destino a la mezcla con gasolina para los
vehículos automotores y el biocombustible de origen vegetal, animal o producido a partir de
residuos sólidos urbanos de producción nacional con destino a la mezcla con ACPM para uso
en motores diésel, no están sujetos al impuesto al carbono.

PARÁGRAFO 4o. La tarifa del impuesto por unidad de combustible en Guainía, Vaupés y
Amazonas de que trata este artículo, para la gasolina y el ACPM será cero pesos ($0).

PARÁGRAFO 5o. Los combustibles a los que se refiere este artículo no causarán el impuesto
cuando sean exportados.

PARÁGRAFO 6o. La venta de diésel marino y combustibles utilizados para
reaprovisionamiento de los buques en tráfico internacional es considerada como una exportación.
En consecuencia el reaprovisionamiento de combustibles de estos buques no será objeto de cobro
del impuesto al carbono. Para lo anterior, los distribuidores mayoristas deberán certificar al
responsable del impuesto nacional a la gasolina y al ACPM, a más tardar el quinto (5o) día hábil
del mes siguiente en el que se realizó la venta del combustible por parte del productor al



distribuidor mayorista y/o comercializador, para que el productor realice el reintegro del
impuesto nacional a la gasolina y al ACPM al distribuidor.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-046-20 de 12 de febrero de 2020, Magistrado
Ponente Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez.

Concordancias

Decreto 2487 de 2022; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.5)

Decreto 401 de 2020; Art. 1o. (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.5 )  

ARTÍCULO 223. DESTINACIÓN ESPECÍFICA DEL IMPUESTO NACIONAL AL
CARBONO. <Artículo modificado por el artículo 49 de la Ley 2277 de 2022. El nuevo texto es
el siguiente:> El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible,
a partir del primero (1) de enero de 2023, destinará el ochenta por ciento (80%) del recaudo del
Impuesto Nacional al Carbono al manejo de la erosión costera; la reducción de la deforestación y
su monitoreo; la conservación de fuentes hídricas; la protección, preservación, restauración y uso
sostenible de áreas y ecosistemas estratégicos a través de programas de reforestación,
restauración, esquemas de Pago por Servicios Ambientales (PSA) priorizando los municipios
PDET donde haya presencia de economías ilícitas, incentivos a la conservación, entre otros
instrumentos; la promoción y fomento de la conservación y uso sostenible de la biodiversidad; el
financiamiento de las metas y medidas en materia de acción climática establecidas en la Ley
2169 de 2021, así como las previstas en la Contribución Determinada a Nivel Nacional de
Colombia (NDC) sometida ante la Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio
Climático, o cualquiera que la actualice o sustituya, de conformidad con los lineamientos que
establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Estos recursos serán
administrados a través del Fondo para la Sustentabilidad y la Resiliencia Climática<1> de que
trata el parágrafo 1 del presente Artículo.

Concordancias

Ley 2294 de 2023; Art. 262 (L. 1931 de 2018; Art. 33)

El veinte por ciento (20%) restante se destinará para la financiación del Programa Nacional
Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS). Para tal efecto, el Ministerio de
Hacienda y Crédito Público transferirá dichos recursos al Fondo Colombia en Paz (FCP) de que
trata el Artículo 1o del Decreto ley 691 de 2017. Se priorizarán los proyectos que se pretendan
implementar en los Municipios de Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).

PARÁGRAFO 1o. <Ver Notas de Vigencia> Créase el Fondo para la Sustentabilidad y la
Resiliencia Climática (FONSUREC)<1> como un Patrimonio Autónomo, adscrito al Ministerio
de Ambiente y Desarrollo Sostenible y sus recursos serán administrados por la sociedad
fiduciaria que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible determine. La selección de la
sociedad fiduciaria, su contratación, así como los actos y contratos requeridos para la
administración, distribución y ejecución de los recursos se regirá por las normas del derecho



privado, observando en todo caso los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía,
celeridad, imparcialidad y publicidad. El FONSUREC<1> tendrá como mínimo un consejo
directivo y un director ejecutivo. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible
reglamentará la administración y funcionamiento del FONSUREC<1>.

Notas de Vigencia

- Establece el artículo 196 de la Ley 2294 de 2023, 'por el cual se expide el Plan Nacional de
Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”', publicada en el Diario
Oficial No. 52.400 de 19 de mayo de 2023.  Rige a partir de su publicación en el Diario
Oficial.

'ARTÍCULO 196. El Fondo para la Sustentabilidad y la Resiliencia Climática (Fonsurec) de
que trata el artículo 223 de la Ley 1819 de 2016 se denominará en adelante Fondo para la
vida y la biodiversidad y tendrá por objeto articular, focalizar y financiar la ejecución de
planes, programas y proyectos de índole nacional o territorial, encaminados a la acción y
resiliencia climática, la gestión ambiental, la educación y participación ambiental y la
recuperación, conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y aprovechamiento de los
recursos naturales renovables; y la biodiversidad, así como las finalidades establecidas para
el impuesto nacional al Carbono en el inciso primero del artículo 223 de la Ley 1819 de
2016.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.      

Concordancias

Decreto 1384 de 2023 (DUR 1076; Art. 2.2.12.9.8)

PARÁGRAFO 2o. El FONSUREC<1>, además de los recursos del Impuesto Nacional al
Carbono, podrá recibir recursos de otras fuentes del Presupuesto General de la Nación que la ley
determine, cooperación nacional, cooperación internacional, donaciones, aportes a cualquier
título de las entidades públicas y privadas y los demás recursos que obtenga o se le asignen a
cualquier título. Los rendimientos financieros que generen los recursos del patrimonio autónomo
serán del fondo. Con cargo a los recursos del patrimonio autónomo y sus rendimientos
financieros se atenderán los gastos operativos y administrativos requeridos para su
funcionamiento.

PARÁGRAFO 3o. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible podrá transferir los
recursos que se le apropien en el presupuesto general de la nación al FONSUREC<1> conforme
al parágrafo 2 del presente Artículo.

PARÁGRAFO 4o. La ordenación del gasto del FONSUREC<1>, así como el nombramiento del
consejo directivo, estará a cargo del Ministro del Ambiente y Desarrollo Sostenible, o quien este
delegue.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Los recursos presupuestados en el Fondo Nacional Ambiental
(FONAM) para la vigencia fiscal 2023 apropiados en el Presupuesto General de la Nación,
correspondientes al Impuesto Nacional al Carbono efectivamente recaudado podrán ser
transferidos al FONSUREC<1>. Los saldos del Impuesto Nacional al Carbono recaudados y no



distribuidos al treinta y uno (31) de diciembre de 2022 se destinarán a los fines previstos en el
inciso 1 del presente Artículo. Hasta tanto se constituya y entre en operación el Fondo creado
mediante el presente Artículo, los recursos del Impuesto Nacional al Carbono apropiados para la
vigencia fiscal 2023, se continuarán administrando y distribuyendo de acuerdo con el marco
normativo vigente para el FONAM.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 49 de la Ley 2277 de 2022, 'por medio de la cual se
adopta una reforma tributaria para la igualdad y la justicia social y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 52.247 de 13 de diciembre de 2022.

- Artículo modificado por el artículo 35 de la Ley 2169 de 2021, 'por medio de la cual se
impulsa el desarrollo bajo en carbono del país mediante el establecimiento de metas y
medidas mínimas en materia de carbono neutralidad y resiliencia climática y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 51.896 de 22 de diciembre de 2021.

- Establece el artículo 122 de la Ley 2159 de 2021, 'por la cual se decreta el Presupuesto de
Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1 de enero al
31 de diciembre de 2022', publicada en el Diario Oficial No. 51.856 de 12 de noviembre de
2021. Surte efectos fiscales a partir del 1 de enero de 2022:

'ARTÍCULO 122. El recaudo de que trata el artículo 59 de la Ley 2155 de 2021, durante la
vigencia fiscal de 2022, se distribuirá así:

El 85% se destinará al sector medio ambiental para asuntos relacionados con la protección,
preservación, restauración y uso sostenible de áreas y ecosistemas estratégicos a través de
programas de reforestación y esquemas de Pago por Servicios Ambientales (PSA), en el
territorio nacional de conformidad a los lineamientos que establezca el Ministerio de
Ambiente y Desarrollo Sostenible para tal fin. Para tal efecto, este 85% del recaudo del
impuesto al carbono será transferido y administrado por el Fondo Nacional Ambiental.

El 15% se destinará en partes iguales a las corporaciones de desarrollo sostenible con
jurisdicción en la Amazonia (Amazonas, Caquetá, Putumayo (Corpoamazonia) Guainía,
Guaviare y Vaupés (CDA)) y en el Área de Manejo Especial de la Macarena (Cormacarena).

Todas las corporaciones destinarán estos recursos para la conservación de bosques de su
jurisdicción y la conservación de ecosistemas estratégicos, especialmente humedales.
Además, las corporaciones priorizarán acciones en los municipios ubicados en zonas de su
jurisdicción con mayor deforestación según información del Instituto de Hidrología,
Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam), para la conservación de fuentes hídricas,
acciones en cambio climático y su respectivo monitoreo, reporte y verificación, así como al
Pago por Servicios Ambientales (PSA).

Se priorizarán otras áreas y ecosistemas estratégicos; así como los proyectos que se pretendan
implementar en los municipios de Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).
También se priorizarán proyectos en los territorios de los grupos étnicos tales como los
pueblos indígenas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras y el pueblo
Rrom, respetando el derecho a la consulta previa, cuando a ello hubiere lugar. '

- Establece el artículo 59 de la Ley 2155 de 2021, 'por medio de la cual se expide la Ley de



Inversión Social y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 51.797 de
14 de septiembre de 2021:

'ARTÍCULO 59. Modifíquese el artículo 223 de la Ley 1819 de 2016, Destinación específica
del Impuesto Nacional al Carbono. Por el término de un (1) año, el 100% del recaudo del
impuesto nacional al carbono se destinará al sector medioambiental para asuntos
relacionados con la protección, preservación, restauración y uso sostenible de áreas y
ecosistemas estratégicos a través de programas de reforestación y esquemas de Pago por
servicios ambientales – PSA, en el territorio nacional, de conformidad a los lineamientos que
establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible para tal fin.

Para tal efecto los recursos serán transferidos y administrados por el Fondo Nacional
Ambiental.

Se priorizarán los proyectos que se pretendan implementar en los municipios de programas
de desarrollo con enfoque territorial / PDET, grupos étnicos tales como los pueblos
indígenas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras y el pueblo rom, así
como otras áreas y ecosistemas estratégicos. '

- Artículo modificado por el artículo 24 de la Ley 1930 de 2018, 'por medio de la cual se
dictan disposiciones para la gestión integral de los páramos en Colombia', publicada en el
Diario Oficial No. 50.667 de 27 de julio de 2018.

* “Fondo para la Sostenibilidad Ambiental y Desarrollo Rural Sostenible en Zonas Afectadas
por el Conflicto”, creado por el artículo 116 de la Ley 1769 de 2015 y modificado por el
artículo 130 de la Ley 1815 de 2016, sustituido por el “Fondo Colombia en Paz (FCP)”, por
el artículo 1 del Decreto Ley 691 de 2017, 'por el cual se sustituye el Fondo para la
Sostenibilidad Ambiental y Desarrollo Rural Sostenible en Zonas Afectadas por el Conflicto
por el “Fondo Colombia en Paz (FCP)” y se reglamenta su funcionamiento', publicado en el
Diario Oficial No. 50.217 de 27 de abril de 2017.

Concordancias

Ley 2063 de 2020; Art. 119

Ley 1955 de 2019; Art. 10  

Legislación Anterior

Texto modificado por  la Ley 2169 de 2021:

ARTÍCULO 223. <Artículo modificado por el artículo 35 de la Ley 2169 de 2021. El nuevo
texto es el siguiente:> Para las vigencias fiscales 2023 en adelante, el recaudo del impuesto
nacional al carbono tendrá la siguiente destinación:

1. El 50% para el manejo de la erosión costera; la reducción de la deforestación y su
monitoreo; la conservación de fuentes hídricas; la protección, preservación, restauración y
uso sostenible de áreas y ecosistemas estratégicos, especialmente páramos, a través de
programas de reforestación y esquemas de Pago por Servicios Ambientales PSA” entre otros;
para el financiamiento de las medidas en materia de acción climática establecidas en la
presente ley, así como las previstas en la Contribución Determinada a Nivel Nacional de
Colombia (NDC) sometida ante la CMNUCC, o cualquiera que la actualice o sustituya, de



conformidad con los lineamientos que establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible. Para tal efecto, los recursos serán transferidos y administrados por el Fondo
Nacional Ambiental. Se deberá garantizar que al menos 15% de estos recursos se destine a
proyectos de conservación de los bosques de la región de la Amazonía.

2. El 50% para la financiación del Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de
Uso Ilícito - PNIS. Para tal efecto, los recursos serán transferidos y administrados por el
Fondo Colombia en Paz (FCP)” de que trata el artículo 1 del Decreto Ley 691 de 2017. Se
deberá garantizar que al menos 15% de estos recursos se destine a proyectos de conservación
de los bosques de la región de la Amazonía.

PARÁGRAFO 1o. Se priorizarán los proyectos que se pretendan implementar en los
Municipios de Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), grupos étnicos tales
como los pueblos indígenas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras y
el pueblo Rrom.

PARÁGRAFO 2o. Las entidades que ejecuten proyectos con cargo a recursos del impuesto
nacional al carbono a través del Fondo Nacional Ambiental podrán acceder a vigencias
futuras en los términos establecidos en el artículo 10 de Ley 819 de 2003 y demás
disposiciones legales vigentes.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para la vigencia fiscal 2022 el recaudo del impuesto
nacional al carbono tendrá la destinación establecida en los artículos 59 de la Ley 2155 de
2021 y 122 de la Ley 2159 de 2021.

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 223. <Ver modificación transitoria en Notas de Vigencia> <Artículo
modificado por el artículo 24 de la Ley 1930 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> El
recaudo del impuesto nacional al carbono se destinará al “fondo Colombia en Paz (FCP)” de
que trata el artículo 1o del Decreto-ley 691 de 2017. Estos recursos se presupuestarán en la
sección del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

El 25% se destinará al manejo de la erosión costera; la reducción de la deforestación y su
monitoreo; la conservación de fuentes hídricas; la conservación de ecosistemas estratégicos,
especialmente páramos; acciones en cambio climático y su respectivo monitoreo, reporte y
verificación, así como al pago por servicios ambientales.

El 5% se destinará al fortalecimiento del Sistema Nacional de Áreas Protegidas y otras
estrategias de conservación a través de creación y ampliación de áreas protegidas, manejo
efectivo y gobernanza en los diferentes ámbitos de gestión.

El 70% se destinará a la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del
Conflicto Armado y la Construcción de una Paz Estable y Duradera con criterios de
sostenibilidad ambiental.

Texto original de la Ley 1819 de 1996:

ARTÍCULO 223. El recaudo del impuesto nacional al carbono se destinará al Fondo* para la
Sostenibilidad Ambiental y Desarrollo Rural Sostenible en Zonas Afectadas por el conflicto
('Fondo para una Colombia Sostenible') de que trata el artículo 116 de la Ley 1769 de 2015.



Estos recursos se presupuestarán en la sección del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Los recursos se destinarán, entre otros, al manejo de la erosión costera, a la conservación de
fuentes hídricas y a la protección de ecosistemas de acuerdo con los lineamientos que para tal
fin establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

PARTE X.

CONTRIBUCIÓN PARAFISCAL AL COMBUSTIBLE.

ARTÍCULO 224. CONTRIBUCIÓN PARAFISCAL AL COMBUSTIBLE. Créase la
contribución parafiscal al combustible para financiar el Fondo de Estabilización de Precios de los
Combustibles (FEPC).

ARTÍCULO 225. HECHO GENERADOR. Es la venta en Colombia de gasolina motor
corriente o ACPM por parte del refinador o importador al distribuidor mayorista de
combustibles, según el precio fijado por el Ministerio de Minas y Energía. En caso de que el
importador sea a la vez distribuidor mayorista, el hecho generador será el retiro del producto
destinado a la actividad mayorista.

Quedan excluidas las ventas por el distribuidor mayorista a los grandes consumidores
individuales no intermediarios de ACPM, así como las ventas entre refinadores, entre
distribuidores mayoristas, entre importadores y entre refinadores e importadores. Asimismo,
quedan excluidas las ventas de producto importado de países vecinos, autorizadas por el
Ministerio de Minas y Energía, y cuyo precio es fijado por este, para atender el abastecimiento de
combustibles en zonas de frontera.

ARTÍCULO 226. SUJETO PASIVO Y RESPONSABLE. El sujeto pasivo y responsable de
la contribución es el refinador o importador de gasolina motor corriente o ACPM que realice el
hecho generador, sin consideración del número de operaciones realizadas.

ARTÍCULO 227. CAUSACIÓN. La contribución se causará cuando en el periodo gravable,
la sumatoria de los diferenciales de participación sea mayor que la sumatoria de los diferenciales
de compensación.

ARTÍCULO 228. BASE GRAVABLE. Es la diferencia positiva entre la sumatoria de los
diferenciales de participación y la sumatoria de los diferenciales de compensación al término del
periodo gravable.

Para determinar la base gravable se tendrán en cuenta las siguientes definiciones:

a) DIFERENCIAL DE COMPENSACIÓN. Es la diferencia presentada entre el Ingreso al
Productor y el Precio de Paridad Internacional, cuando el segundo es mayor que el primero en la
fecha de emisión de la factura de venta, multiplicada por el volumen de combustible vendido;

b) DIFERENCIAL DE PARTICIPACIÓN. Es la diferencia presentada entre el Ingreso al
Productor y el Precio de Paridad Internacional, cuando el primero es mayor que el segundo en la
fecha de emisión de la factura de venta, multiplicada por el volumen de combustible vendido;



c) INGRESO AL PRODUCTOR. Es el precio por galón fijado por el Ministerio de Minas y
Energía o por la entidad que haga sus veces, al que los refinadores e importadores venden la
gasolina motor corriente o el ACPM, para atender el mercado nacional;

d) PRECIO DE PARIDAD INTERNACIONAL. Es el precio calculado por el Ministerio de
Minas y Energía, de acuerdo con la metodología expedida para el efecto, tomando como
referencia el precio diario de los combustibles en el mercado de la Costa Estadounidense del
Golfo de México u otro mercado competitivo. Para el caso de las importaciones, se tendrán en
cuenta los costos asociados para atender el abastecimiento nacional determinados por el
Ministerio de Minas y Energía;

e) VOLUMEN DE COMBUSTIBLE. Es el volumen de gasolina motor corriente o de ACPM
reportado por el refinador o el importador.

ARTÍCULO 229. TARIFA. La tarifa corresponde al 100% de la base gravable.

ARTÍCULO 230. SUJETO ACTIVO. El sujeto activo es la Nación. El Ministerio de
Hacienda y Crédito Público ejercerá las competencias de administración del Fondo de
Estabilización de Precios de los Combustibles (FEPC).

ARTÍCULO 231. PERIODO Y PAGO. El Ministerio de Minas y Energía ejercerá las
funciones de control, gestión, fiscalización, liquidación, determinación, discusión y cobro de la
contribución, de acuerdo con las normas de procedimiento establecidas en el Estatuto Tributario.
Especialmente, calculará la contribución parafiscal al combustible a través de  la liquidación de
la posición neta trimestral de cada refinador o importador con respecto al FEPC con base en el
reporte de información que los refinadores y/o importadores presenten. En caso de que la
sumatoria de los diferenciales de participación sea mayor que la sumatoria de los diferenciales de
compensación, y se cause la contribución, el Ministerio de Minas y Energía ordenará al refinador
o al importador el pago a favor del Tesoro Nacional dentro de los 30 días calendario siguientes a
la ejecutoria del acto de liquidación.

ARTÍCULO 232. El Ministerio de Minas y Energía iniciará procedimientos de determinación
de la contribución a cargo de los refinadores o importadores que reporten información inexacta o
no reporten la información para calcular y liquidar esa contribución dentro de los plazos
definidos en el reglamento, y hará exigibles la cesiones liquidadas mediante procedimientos de
cobro coactivo, de acuerdo con lo establecido por la Ley 1066 de 2006.

El mismo procedimiento será utilizado para hacer exigibles la contribución liquidada por el
Ministerio de Minas y Energía que no se transfieran dentro del plazo para el pago de la
contribución.

ARTÍCULO 233. Los sujetos pasivos que no transfieran oportunamente los recursos
correspondientes a la contribución parafiscal al combustible a la entidad administradora, de
conformidad con lo dispuesto en el reglamento, pagarán intereses de mora de acuerdo con lo
previsto en la Ley 1066 de 2006.



ARTÍCULO 234. Los ingresos y pagos efectivos con cargo a los recursos del FEPC, que
realice la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y
Crédito Público, en su calidad de administrador del FEPC, no generarán operación presupuestal
alguna.

PARTE XI.

INCENTIVOS TRIBUTARIOS PARA CERRAR LAS BRECHAS DE DESIGUALDAD
SOCIOECONÓMICA EN LAS ZONAS MÁS AFECTADAS POR EL CONFLICTO
ARMADO (ZOMAC).

ARTÍCULO 235. FINALIDAD Y TEMPORALIDAD. La presente Parte tiene como
finalidad fomentar temporalmente el desarrollo económico-social, el empleo y las formas
organizadas de los campesinos, comunidades indígenas, afrodescendientes, raizales, palenqueras
y productores rurales, en las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC) buscando
cerrar la brecha económica y social existente entre ellas y el resto del país.

Concordancias

Decreto Único 1625 de 2016; Sección 1.2.1.23.1

ARTÍCULO 236. DEFINICIONES. Únicamente para efectos de lo establecido en la presente
Parte, se observarán las siguientes definiciones:

1. Microempresa: aquella cuyos activos totales no superan los quinientos uno (501) salarios
mínimos mensuales legales vigentes.

2. Pequeña empresa: aquella cuyos activos totales son superiores a quinientos uno (501) e
inferiores a cinco mil (5.001) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

3. Mediana empresa: aquella cuyos activos totales son superiores a cinco mil uno (5.001) e
inferiores a quince mil (15.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

4. Grande empresa: aquella cuyos activos totales son iguales o superiores a quince mil (15.000)
salarios mínimos mensuales legales vigentes.

5. Nuevas sociedades: aquellas sociedades que inicien su actividad económica principal a partir
de la promulgación de la presente ley. A su vez, se entenderá por inicio de la actividad
económica principal la fecha de inscripción en el registro mercantil de la correspondiente
Cámara de Comercio, con independencia de que la correspondiente empresa previamente haya
operado como empresa informal.

6. ZOMAC: son las zonas más afectadas por el conflicto armado. Las ZOMAC están
constituidas por el conjunto de municipios que sean considerados como más afectados por el
conflicto, definidos para el efecto por el Ministerio de Hacienda, el Departamento Nacional de
Planeación y la Agencia de Renovación del Territorio (ART).

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> <Parágrafo modificado por
el artículo 1 del Decreto Ley 883 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:> Las empresas
dedicadas a la minería y a la explotación de hidrocarburos, en virtud de concesiones legamente
otorgadas, y las calificadas como grandes contribuyentes dedicadas a la actividad portuaria por



concesión legalmente otorgada, se excluyen del tratamiento tributario al que se refiere esta Parte,
sin perjuicio en lo dispuesto en el artículo 238 de la presente ley.

Notas de Vigencia

- Parágrafo modificado por el artículo 1 del Decreto Ley 883 de 2017, 'por el cual se
modifica la Ley 1819 de 2016 para incluir a las empresas dedicadas a la minería y a la
explotación de hidrocarburos en la forma de pago de obras por impuestos', publicado en el
Diario Oficial No. 50.245 de 26 de mayo de 2017.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Decreto 883 de 2017 declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-516-17 de 10 de agosto de 2017, Magistrado Ponente
Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez, 'en el entendido de que las inversiones en infraestructura
física que pueden postular las entidades establecidas en el parágrafo primero del artículo 235
y en el parágrafo 5º del artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, no pueden ser de aquellas
relacionadas con su actividad generadora de renta y no deben corresponder a las que de
ordinario deban ejecutarse en virtud de mandato legal, acto administrativo o decisión
judicial'.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

PARÁGRAFO 1o. Las empresas dedicadas a la minería y a la explotación de hidrocarburos,
en virtud de concesiones legamente otorgadas, y las calificadas como grandes contribuyentes
dedicadas a la actividad portuaria por concesión legalmente otorgada, se excluyen del
tratamiento tributario al que se refiere esta Parte.

Concordancias

Decreto Único 1625 de 2016; Art. 1.2.1.23.1.1

ARTÍCULO 237. RÉGIMEN DE TRIBUTACIÓN DE LAS NUEVAS SOCIEDADES QUE
INICIEN ACTIVIDADES EN LAS ZOMAC. Las nuevas sociedades, que sean micro, pequeñas,
medianas y grandes empresas, que tengan su domicilio principal y desarrollen toda su actividad
económica en las Zomac, y que cumplan con los montos mínimos de inversión y de generación
de empleo que defina el Gobierno nacional, cumplirán las obligaciones tributarias sustantivas
correspondientes al impuesto sobre la renta y complementarios, siguiendo los parámetros que se
mencionan a continuación:

a) La tarifa del impuesto sobre la renta y complementarios de las nuevas sociedades, que sean
micro y pequeñas empresas, que inicien sus actividades en las Zomac por los años 2017 a 2021
será del 0%; por los años 2022 a 2024 la tarifa será del 25% de la tarifa general del impuesto
sobre la renta para personas jurídicas o asimiladas; para los años 2025 a 2027 la tarifa será del
50% de la tarifa general; en adelante tributarán a la tarifa general;

b) La tarifa del impuesto sobre la renta y complementarios de las nuevas sociedades, que sean
medianas y grandes empresas, que inicien sus actividades en las Zomac por los años 2017 a 2021



será del 50% de la tarifa general del impuesto sobre la renta y complementarios para personas
jurídicas o asimiladas; por los años 2022 a 2027 la tarifa será del 75% de la tarifa general; en
adelante las nuevas grandes sociedades tributarán a la tarifa general.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-002-18 de 31 de enero de 2018, Magistrado
Ponente Dr. Carlos Bernal Pulido.

Concordancias

Decreto Único 1625 de 2016; Sección 1.2.1.23.1

ARTÍCULO 238. OBRAS POR IMPUESTOS. Las personas jurídicas contribuyentes del
impuesto sobre la renta y complementarios que en el año o período gravable obtengan ingresos
brutos iguales o superiores a 33.610 UVT, podrán efectuar el pago hasta del cincuenta por ciento
(50%) del impuesto a cargo determinado en la correspondiente declaración de renta, mediante la
destinación de dicho valor a la inversión directa en la ejecución de proyectos viabilizados y
prioritarios de trascendencia social en los diferentes municipios ubicados en las Zomac, que se
encuentren debidamente aprobados por la Agencia para la Renovación del Territorio ART,
previo visto bueno del Departamento Nacional de Planeación (DNP), relacionados con el
suministro de agua potable, alcantarillado, energía, salud pública, educación pública o
construcción y/o reparación de infraestructura vial.

Notas del Editor

1. Lo dispuesto en este artículo 'aplicará en el Distrito Especial, Industrial, Portuario,
Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura cuando el Ministerio de Hacienda y Crédito
Público lo autorice' según lo dispuesto en el parágrafo 3 del artículo 5 de la Ley 1872 de
2017, 'por medio de la cual se crea el “Fondo para el Desarrollo Integral del Distrito Especial
de Buenaventura” y se adoptan medidas para promover el desarrollo integral del distrito
especial, industrial, portuario, biodiverso y ecoturístico de Buenaventura', publicada en el
Diario Oficial No. 50.451 de 18 de diciembre de 2017, así:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 5o. RECURSOS DEL FONDO. El Fondo para el Desarrollo Integral del
Distrito Especial de Buenaventura (Fonbuenaventura) se constituirá con las siguientes
fuentes de recursos:

(...)

PARÁGRAFO 3. El mecanismo de pago de obras por impuestos aplicará en el Distrito
Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura cuando el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público lo autorice.

Para ello, tendrá en cuenta que los recursos correspondientes al impuesto sobre la renta a
cargo de las personas jurídicas de que trata el artículo 238 de la Ley 1819 de 2016



domiciliadas en ese Distrito, superen el doble de lo asignado de acuerdo con el numeral 1 del
presente artículo.

(...)'.

Para este fin, la Agencia para la Renovación del Territorio (ART) deberá llevar actualizado el
Banco de Proyectos a realizar en los diferentes municipios pertenecientes a las Zomac, que
cuenten con viabilidad técnica y presupuestal, priorizados según el mayor impacto que puedan
tener en la disminución de la brecha de inequidad y la renovación territorial de estas zonas, que
permitan su reactivación económica, social y su fortalecimiento institucional, y que pueden ser
ejecutados con los recursos tributarios provenientes de la forma de pago que se establece en el
presente artículo. El contribuyente podrá proponer proyectos distintos a los consignados en el
Banco de Proyectos, los cuales deberán someterse a la aprobación de la Agencia.

Concordancias

Decreto 2621 de 2022 (DUR 1625; Art 1.6.5.3.3.1 Par.1o.)

El contribuyente que opte por la forma de pago aquí prevista, deberá seleccionar el proyecto o
proyectos a los cuales decide vincular sus impuestos, dentro de los tres primeros meses del año
siguiente al respectivo período gravable, para lo cual deberá contar con la aprobación de su junta
directiva y manifestarlo mediante escrito dirigido al Director General de la DIAN, al Director del
Departamento Nacional de Planeación, y al Director de la Agencia para la Renovación del
Territorio (ART) junto con la propuesta de actualización y posible ajuste del proyecto. La
Agencia para la Renovación del Territorio (ART), previo visto bueno del Departamento
Nacional de Planeación, deberá aprobar el proyecto seleccionado por el contribuyente teniendo
en cuenta la priorización que le corresponda.

Una vez aprobada la vinculación del pago al proyecto o proyectos seleccionados, el
contribuyente asumirá la realización de la obra en forma directa:

1. Depositar el monto total del valor de los impuestos a pagar mediante esta forma, en una
fiducia con destino exclusivo a la ejecución de la obra objeto del proyecto. En el decreto anual de
plazos, se indicará el plazo máximo para cumplir en forma oportuna con esta obligación, so pena
del pago mediante los procedimientos normales, de los respectivos intereses de mora tributarios.

2. Presentar el cronograma que involucre la preparación del proyecto, la contratación de terceros
y la ejecución de la obra, hasta su entrega final en uso y/o operación.

3. Celebrar con terceros los contratos necesarios para la preparación, planeación y ejecución del
proyecto y la construcción de la obra, de acuerdo con la legislación privada. Dentro de dichos
contratos deberá ser incluida la contratación de una "gerencia de proyecto" con el personal
profesional debidamente calificado, quien será responsable de soportar los actos previos que
demanda la preparación y contratación de los demás terceros, así como la administración de la
ejecución y construcción de la obra. Toda la contratación deberá efectuarse mediante licitación
privada abierta.

Los contratistas solo estarán vinculados con el contribuyente en los términos legales del
respectivo contrato, por consiguiente, no existirá ninguna responsabilidad por parte del Estado,
ni directa, ni solidaria o subsidiaria, en casos de incumplimiento de lo pactado por parte del



contratante.

4. Exigir a los contratistas la constitución a favor de la Nación, de las pólizas necesarias para
garantizar con posterioridad a la entrega de la obra final, su realización técnica de acuerdo con
las exigencias del proyecto y su estabilidad, con una vigencia no inferior a 4 años contados a
partir de la entrega de la obra final en uso y/o operación.

5. Dar inicio a las actividades de ejecución y construcción, en los términos que para el efecto
señale la reglamentación.

6. Entregar la obra totalmente construida y en disposición para su uso y/o funcionamiento junto
con la conformidad de la debida satisfacción por parte del Interventor, dentro del término
previsto en el cronograma. Lo anterior, salvo que se presenten circunstancias de fuerza mayor
debidamente probadas que afecten el cumplimiento de lo programado, en cuyo caso, se requerirá
que la autoridad competente en la materia y el Departamento Nacional de Planeación o sus
delegados según lo establezca el reglamento, acepten la prórroga que resulte necesaria para la
entrega final de la obra, previa certificación del interventor.

El incumplimiento de los términos inicialmente previstos y/o de los correspondientes a las
ampliaciones, generarán a cargo del contribuyente intereses de mora tributarios liquidados sobre
la parte proporcional al monto del impuesto pendiente de ejecución y al tiempo de demora en la
entrega final de la obra.

7. Autorizar a la Fiducia al momento de su constitución, para que una vez se produzca la entrega
final de la obra, se proceda a reembolsar a la Nación los rendimientos financieros que se
hubieren originado durante la permanencia de los recursos en el patrimonio autónomo, así como
cualquier saldo que llegare a quedar del monto inicialmente aportado. Este reembolso deberá
efectuarse una vez se produzca la entrega final de la obra en operación.

La interventoría de la ejecución de la obra estará en cabeza de las entidades nacionales
competentes con la obra a desarrollar, las cuales se deberán sujetar a la respectiva
reglamentación, la cual, en todo caso, debe contemplar que el valor de la interventoría debe estar
incluido dentro del presupuesto general de proyecto que contenga la obra a ejecutar.

La obligación tributaria se extinguirá en la fecha en que se produzca la entrega de la obra
totalmente construida y en disposición para su uso y/o funcionamiento junto con la conformidad
de la debida satisfacción por parte del Interventor. Lo anterior sin perjuicio de los intereses de
mora previstos en el presente artículo.

Si llegare a presentarse alguna circunstancia que implique el incumplimiento definitivo de la
obligación de construcción de la obra, el contribuyente deberá cancelar el monto del impuesto
pendiente de ejecutar mediante las modalidades ordinarias de pago previstas en el Estatuto
Tributario, junto con los intereses de mora tributarios causados desde el momento en que se
produzca tal hecho y sin perjuicio de la facultad de cobro coactivo que la ley le asigna a la
DIAN. En este evento, igualmente procederá a entregar en forma inmediata al Estado la obra
realizada hasta dicho momento sin tener derecho a reembolso alguno. Todo lo anterior, sin
perjuicio de la sanción por incumplimiento de la forma de pago, equivalente al 100% del valor
ejecutado.

Para efectos de las funciones procedimientos contenidos en este artículo que deba desarrollar la
ART en coordinación con DNP y otras entidades que por su experticia en el tema deban



vincularse, el Gobierno deberá expedir la reglamentación que sea del caso en un término no
superior a 3 meses una vez entrada en vigencia de la presente ley.

PARÁGRAFO 1o. Al mecanismo de pago previsto en el presente artículo podrán acogerse las
personas jurídicas que sean deudores de multas, sanciones y otras obligaciones de tipo
sancionatorio a favor de entidades públicas del orden nacional.

PARÁGRAFO 2o. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios que
decidan financiar directamente proyectos de inversión en infraestructura en las Zomac que
superen el 50% del impuesto a cargo a que hace referencia el inciso primero, podrán acogerse al
procedimiento establecido en el presente artículo para el desarrollo de proyectos aprobados por la
Agencia para la Renovación del Territorio, previo visto bueno del DNP. En este caso, el monto
total de los aportes efectivos e irrevocables de los recursos a la Fiducia de destino exclusivo
podrá ser usado como descuento efectivo en el pago de hasta el 50% del impuesto sobre la renta
y complementarios liquidado en el año gravable. Este descuento deberá efectuarse en cuotas
iguales durante un periodo de diez años contados a partir del inicio de la ejecución del proyecto.
Cuando el porcentaje de pago de impuesto sea insuficiente para descontar la cuota del respectivo
año, la DIAN podrá autorizar el descuento de un porcentaje superior. En el caso de presentar
pérdidas fiscales en un determinado periodo, el término para efectuar la totalidad del descuento
por el valor total del proyecto podrá extenderse por un máximo de 5 años adicionales, sin
perjuicio del término de compensación de pérdidas.

Concordancias

Decreto 2487 de 2022; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.22 Par.)   

PARÁGRAFO 3o. La financiación de los proyectos podrá efectuarse de manera conjunta por
varios contribuyentes, los cuales podrán seleccionar el mecanismo de pago de impuesto de renta
o descuento del mismo respecto de los montos aportados de conformidad con lo aquí dispuesto.

PARÁGRAFO 4o. El Consejo Superior de Política Económica y Fiscal (Confis) aprobará
anualmente un cupo máximo de aprobación de proyectos para ser financiados por el mecanismo
establecido en el presente proyecto. Este cupo será priorizado y distribuido entre las distintas
Zomac por la Agencia de Renovación del Territorio, previo visto bueno del DNP.

Concordancias

Decreto 1208 de 2022; Art. 1 , Art. 11 (DUR 1625; Art. 1.6.5.3.3.3; Art. 1.6.6.6.13)

PARÁGRAFO 5o. <Ver Notas del Editor> <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible>
<Parágrafo adicionado por el artículo 2 del Decreto Ley 883 de 2017. El nuevo texto es el
siguiente:> Las empresas dedicadas a la exploración y explotación de minerales y de
hidrocarburos, y las calificadas como grandes contribuyentes dedicadas a la actividad portuaria
por concesión legalmente otorgada, podrán acogerse al mecanismo de pago previsto en este
artículo, para lo cual deberán cumplir con todos los requisitos legales y reglamentarios
establecidos.

Para tal efecto, se dará prioridad a los proyectos que hayan de ejecutarse en los municipios
ubicados en la ZOMAC que coincidan con aquellos en donde se desarrollen planes de Planes de
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).



Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este parágrafo 5 debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 104 de la Ley 2008 de 2019 'por la cual se decreta el Presupuesto de
Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1 de enero al
31 de diciembre de 2020', publicada en el Diario Oficial No. 51.179 de 27 de diciembre
2019.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 104. Para el caso de obras por impuestos, las empresas dedicadas a la
exploración y explotación de minerales e hidrocarburos, y las calificadas como grandes
contribuyentes dedicadas a la actividad portuaria, no podrán desarrollar proyectos de
infraestructura física que tengan relación de causalidad con su actividad generadora de renta.
'.

El editor destaca que según lo dispuesto en el artículo 11, literal c) del Decreto 111 de 1996,
las disposiciones generales contenidas en el Presupuesto General de la Nación regirán
únicamente para el año fiscal para el cual se expidan  

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 2 del Decreto Ley 883 de 2017, 'por el cual se modifica
la Ley 1819 de 2016 para incluir a las empresas dedicadas a la minería y a la explotación de
hidrocarburos en la forma de pago de obras por impuestos', publicado en el Diario Oficial
No. 50.245 de 26 de mayo de 2017.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Decreto 883 de 2017 declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-516-17 de 10 de agosto de 2017, Magistrado Ponente
Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez, 'en el entendido de que las inversiones en infraestructura
física que pueden postular las entidades establecidas en el parágrafo primero del artículo 235
y en el parágrafo 5º del artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, no pueden ser de aquellas
relacionadas con su actividad generadora de renta y no deben corresponder a las que de
ordinario deban ejecutarse en virtud de mandato legal, acto administrativo o decisión
judicial'.

PARÁGRAFO 6o. <Parágrafo adicionado por el artículo 2 del Decreto Ley 883 de 2017. El
nuevo texto es el siguiente:> El término de prescripción de la acción de cobro a que se refiere el
artículo 817 del Estatuto Tributario, para las obligaciones tributarias de los contribuyentes que
opten por la forma de pago de “Obras por impuestos” establecida en el presente artículo, se
interrumpirá a partir de la comunicación de aprobación de la postulación que envía la Agencia de
Renovación del Territorio (ART) al contribuyente y a la DIAN.

Interrumpida la prescripción en la forma aquí prevista, el término empezará a correr de nuevo
desde el día siguiente a la fecha en que el interventor certifique a la Dirección Seccional de
Impuestos y Aduanas Nacionales del domicilio principal del contribuyente el incumplimiento



definitivo de la obligación de construcción de la obra.

Una vez comience a correr nuevamente el término de prescripción de la acción de cobro, la
Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas Nacionales competente deberá iniciar el proceso
administrativo de cobro coactivo en relación con las obligaciones pendientes de pago, aplicando
la normatividad del Estatuto Tributario.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 2 del Decreto Ley 883 de 2017, 'por el cual se modifica
la Ley 1819 de 2016 para incluir a las empresas dedicadas a la minería y a la explotación de
hidrocarburos en la forma de pago de obras por impuestos', publicado en el Diario Oficial
No. 50.245 de 26 de mayo de 2017.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Decreto 883 de 2017 declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-516-17 de 10 de agosto de 2017, Magistrado Ponente
Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez, 'en el entendido de que las inversiones en infraestructura
física que pueden postular las entidades establecidas en el parágrafo primero del artículo 235
y en el parágrafo 5º del artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, no pueden ser de aquellas
relacionadas con su actividad generadora de renta y no deben corresponder a las que de
ordinario deban ejecutarse en virtud de mandato legal, acto administrativo o decisión
judicial'.

PARÁGRAFO 7o. <Parágrafo modificado por el artículo 78 de la Ley 2010 de 2019. El nuevo
texto es el siguiente:> Los contribuyentes podrán optar por el mecanismo de obras por impuestos
previsto en el presente artículo, o por el establecido en el artículo 800-1 del Estatuto Tributario.

Durante la vigencia 2020 serán elegibles los proyectos de obras por impuestos de que trata el
artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, registrados hasta el diez (10) de marzo de 2020 en el Banco
de proyectos de inversión.

Notas de Vigencia



- Parágrafo modificado por el artículo 78 de la Ley 2010 de 2019, 'por medio de la cual se
adoptan normas para la promoción del crecimiento económico, el empleo, la inversión, el
fortalecimiento de las finanzas públicas y la progresividad, equidad y eficiencia del sistema
tributario, de acuerdo con los objetivos que sobre la materia impulsaron la Ley 1943 de 2018
y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 51.179 de 27 de diciembre
2019.

- Parágrafo adicionado por el artículo 70 de la Ley 1943 de 2018, 'por la cual se expiden
normas de financiamiento para el restablecimiento del equilibrio del presupuesto general y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.820 de 28 de diciembre de
2018. El cual rige a partir del 1o. de julio de 2019 según lo dispuesto en el artículo 122 de la
misma ley <Ver Notas del Editor en relación con el análisis de esta entrada en vigencia>.

Según lo dispuesto en el artículo 122 de la Ley 1943 de 2018, el artículo 70 de esta ley
entraría a regir a partir del 1 de julio de 2019.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Parágrafo transitorio declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-520-19 de 5 de noviembre de 2019, Magistrada
Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger

Concordancias

Decreto 849 de 2023 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.22; Art. 1.6.1.13.2.23; Art. 1.6.1.13.2.24)

Decreto 2487 de 2022; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.22; Art. 1.6.1.13.2.23; Art.
1.6.1.13.2.24)

Legislación Anterior

Texto modificado por  la Ley 1943 de 2018:

PARÁGRAFO TRANSITORIO. <Parágrafo adicionado por el artículo 70 de la Ley 1943 de
2018. El nuevo texto es el siguiente:> El presente artículo continuará vigente hasta el 30 de
junio de 2019 y aplicará únicamente para el desarrollo de proyectos que se hayan aprobado
en el mecanismo de obras por impuestos hasta el 30 de junio de 2019.

PARÁGRAFO 8o. <Parágrafo adicionado por el artículo 86 de la Ley 2277 de 2022. El nuevo
texto es el siguiente:> El mecanismo de pago de obras por impuestos de que trata el presente
Artículo será aplicable en los territorios PDET y ZOMAC del Distrito Especial Industrial
Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura, siempre y cuando se cumplan las
previsiones de que trata el Capítulo II del Decreto Ley 893 de 2017. De cumplirse lo establecido
en el presente parágrafo, no se requerirá la autorización del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público ni se tendrá en cuenta el monto total de los recursos correspondientes al impuesto sobre
la renta a cargo de las personas jurídicas domiciliadas en el Distrito Especial Industrial,
Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura. En cualquier caso, deberán cumplirse los
requisitos establecidos por el Artículo 238 de la Ley 1819 de 2016 o el Artículo 800-1 del
Estatuto Tributario, según corresponda.



Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 86 de la Ley 2277 de 2022, 'por medio de la cual se
adopta una reforma tributaria para la igualdad y la justicia social y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 52.247 de 13 de diciembre de 2022.

Concordancias

Decreto 1458 de 2023; (DUR 1625 de 2015; Art. 1.6.6.1.2; Art. 1.6.6.2.3, Num. 1.3; Art.
1.6.6.3.2; Art. 1.6.6.4.3; Art. 1.6.6.6.7; Art. 1.6.5.3.1.4)  

PARÁGRAFO 9o. <Parágrafo adicionado por el artículo 21 de la Ley 2294 de 2023. El nuevo
texto es el siguiente:>  Cuando se presenten circunstancias de fuerza mayor, debidamente
probadas, que conlleven al incumplimiento definitivo de la entrega de la obra totalmente
construida y en disposición para su uso y/o funcionamiento, dentro de los términos inicialmente
previstos y/o de los correspondientes a las ampliaciones, la entidad nacional competente expedirá
el acto administrativo debidamente motivado que así lo declare, previa comprobación del hecho
que configura la circunstancia de fuerza mayor que implica el incumplimiento definitivo y lo
notificará al contribuyente y a la fiduciaria, conforme con lo previsto en la Ley 1437 de 2011. En
este evento, la sociedad fiduciaria liquidará el patrimonio autónomo, certificará los gastos de
administración de la fiducia, y los valores ejecutados e incorporados atendiendo el informe del
interventor y aprobación de la entidad nacional competente, consignará a la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) los saldos
producto de la liquidación del patrimonio autónomo, mediante recibo de pago con cargo al
periodo del impuesto de renta al que el contribuyente vinculó al mecanismo, y consignará los
rendimientos financieros propiedad de la Nación a la Dirección General de Crédito Público y
Tesoro Nacional. Igualmente, el contribuyente procederá a entregar en forma inmediata a la
entidad nacional competente la obra realizada hasta dicho momento sin tener derecho a
reembolso alguno.

El valor así trasladado será informado a la Unidad Administrativa Especial Dirección de
Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), anexando la respectiva constancia del traslado de los
rendimientos financieros propiedad de la Nación a la Dirección General de Crédito Público y
Tesoro Nacional, el acto administrativo en firme que declara el incumplimiento definitivo y la
constancia de recibo de la obra.

La Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN)
extinguirá la obligación tributaria imputando a la obligación principal, los valores consignados
por la fiduciaria, y el valor certificado por la fiduciaria como ejecutado incluyendo los gastos de
administración de la fiducia. El Gobierno nacional reglamentará la presente disposición.

Notas de Vigencia



- Parágrafo adicionado por el artículo 21 de la Ley 2294 de 2023, 'por el cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”', publicada
en el Diario Oficial No. 52.400 de 19 de mayo de 2023.  Rige a partir de su publicación en el
Diario Oficial.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.      

Concordancias

Ley 2008 de 2019; Art. 104  

Decreto 2621 de 2022 (DUR 1625; Art 1.6.5.3.3.1 Par.1o.)

Decreto 860 de 2022; (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.22; Art. 1.6.1.13.2.23; Art. 1.6.1.13.2.24)

Decreto 670 de 2022; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.5.3.3.2)

Decreto 1680 de 2020; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.11; Art. 1.6.1.13.2.22; Art.
1.6.1.13.2.23; Art. 1.6.1.13.2.24 )

Decreto 1147 de 2020; Art. 2; Art. 3; Art. 4 (DUR 1625; Art. 1.6.5.3.2.5; Art. 1.6.5.3.3.3;
Art. 1.6.5.3.5.6)

Decreto 401 de 2020; Art. 4o. (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.22 ; Art. 1.6.1.13.2.23 )       

Decreto 2469 de 2018  (DUR 1625; Art. 1.6.5.1.2; Art. 1.6.5.2.3; Art. 1.6.5.3.3.1; Art.
1.6.5.3.3.3; Art. 1.6.5.3.4.6; Art. 1.6.5.3.4.7; Art. 1.6.5.3.4.8; Art. 1.6.5.3.4.10; Art. y
1.6.5.4.1)

Decreto 2442 de 2018; Art. 1 (DUR 1625; Art. 1.6.1.13.2.11; Art. 1.6.1.13.2.22; Art.
1.6.1.13.2.23; Art. 1.6.1.13.2.24 )

Decreto 647 de 2018 (DUR 1625; Art. 1.6.5.2.3; Art. 1.6.5.3.1, Par. 2 )  

Decreto 1915 de 2017  (DUR 1625; Título 1.6.5)

PARTE XII.

CONTRIBUCIÓN NACIONAL DE VALORIZACIÓN.

ARTÍCULO 239. DEFINICIÓN. La Contribución Nacional de Valorización es un gravamen
al beneficio adquirido por las propiedades inmuebles, que se establece como un mecanismo de
recuperación de los costos o participación de los beneficios generados por obras de interés
público o por proyectos de infraestructura, la cual recae sobre los bienes inmuebles que se
beneficien con la ejecución de estos.

Concordancias



Decreto 1618 de 2023 (DUR 1625; Título 4.1.1 parcial)  

Decreto 1255 de 2022; Art. 1 (DUR 1625; Libro 4); Art. 2  (DUR 1068; Capítulo 2.3.4.7)
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